Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 37 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


-Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se declara feriado no 
laborable el día 22 de julio de 2014 para la ciudad de Tranqueras, departamento de Rivera, con motivo 
de celebrarse el centenario de su designación como pueblo. 


Será repartido en la tarde de hoy. 


-Proyecto de ley con exposición de motivos, presentado por el señor Senador López 
Goldaracena relacionado con el derecho a la revisión médica independiente en el caso de una persona 
privada de libertad. 


Se repartirá en la tarde de hoy. 


-Versión taquigráfica remitida vía mail con palabras pronunciadas por el señor Senador 
López Goldaracena, en sesión del 12 de noviembre del año en curso, relacionadas con la prevención 
del maltrato y la tortura.” 


Será remitida en la tarde de hoy por correo electrónico. 


-Informe N* 86/09 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización 
de Estados Americanos, de 6 de agosto de 2009, que fue solicitado por los señores Senadores en 
relación al artículo 238 del proyecto de ley de Reforma del Código del Proceso Penal. 


Se está repartiendo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En estos días estuvimos trabajando con el tema de la Jutep y las dificultades 
que planteaba el ingreso de los nuevos funcionarios públicos del Ministerio del Interior con respecto a 
las declaraciones juradas. Yo había realizado un proyecto de ley, pero hoy por la mañana la Secretaría 
me envió uno que viene de la Jutep, y creo que es más completo y adecuado. Se trata de un proyecto 
de ley de dos artículos y propongo que se reparta, si es posible, hacer una breve exposición de motivos 
y votarlo lo más rápidamente posible la semana que viene. 


SEÑORA PRESIDENTA- Se va a repartir el proyecto sustitutivo del proyecto de ley de la Jutep. 


Se incluirá en el primer punto del Orden del Día de la sesión del próximo martes para que se 
vote y pase al Plenario del miércoles. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Retiro el otro proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se retiran los proyectos de ley presentados sobre el tema y queda el de la 
Jutep que, como ya dijimos, se va a votar el día martes a los efectos de que se trate en el Senado a 
realizarse el día miércoles. 


Acaba de llegar un informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA 
-cuya lectura quedará pendiente para hacerla posteriormente- a propósito de la discusión del artículo 


238, “Límite Temporal”, que refiere a cuándo cesa la prisión preventiva, etcétera. Concretamente, la 
discusión se centraba en si los dos o tres años se contaban desde el momento efectivo de la privación 
de libertad. 


Al respecto, el señor Senador López Goldararena había manifestado que quizá el concepto de 
los años se remita a una sentencia de la Corte Interamericana. Desde la Secretaría se me aclara que el 
concepto de plazo razonable figura en la página 9. 


Este informe será leído por Secretaría y, por supuesto, también deberemos leerlo cada uno de 
los Senadores y, cuando vayamos a votar, se incorporarán las sugerencias que estimemos 
conveniente. 


Por otro lado, de acuerdo con lo solicitado por los señores Senadores por Secretaría se está 
elaborando un texto comparativo entre las disposiciones del Código del Proceso Penal a estudio, 
artículos 196 y siguientes, y la Ley de Procedimiento Policial, en relación con el tema del allanamiento 
y registro domiciliario. Por cierto, agradecemos y valoramos el trabajo de la Secretaría. 


Corresponde ingresar al análisis de la Sección IV, De las Cauciones. 
Léase el artículo 239. 
(Se lee:) 


“Artículo 239.- (De las cauciones).- La excarcelación se concederá bajo caución juratoria, 
personal o real. 


Al acordarla, el Juez podrá imponer al imputado todas o algunas de las siguientes 
obligaciones. 


ricilio, del que no podrá ausentarse sin conocimiento del Juez o tribunal que conozca en la causa. 
1rrir a determinados lugares. 

rse a la autoridad los días que esta determine. 

cer en su domicilio durante un horario determinado. 


La resolución que imponga estas restricciones no causa estado. El Juez podrá fijar un plazo para su 
duración y en cualquier momento ampliarlas, disminuirlas o dejarlas sin efecto”. 


-En consideración. 


Quisiera plantear una corrección de redacción en el segundo párrafo y que en lugar de: “el 
Juez podrá”, que se exprese: “el Juez deberá imponer al imputado algunas de las siguientes 
obligaciones”. El Juez impone preceptivamente y no es una potestad que le estamos dando. 


SEÑOR PASQUET.- Lo único que es indispensable imponer -que se hace siempre- es lo que dice el 
literal a), es decir, fijar domicilio. Lo que figura en los literales siguientes está bien que sea facultativo 
del Juez, porque no hay motivos para prohibirle concurrir a tal lugar, que se presente ante la autoridad 
determinados días, etcétera. Me parece que eso está bien que sea discrecional. Lo único que no debe 
ser discrecional es lo que figura en el literal a) porque el imputado tiene que fijar domicilio para poder 
ser notificado. Esto se hace actualmente en todos los casos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera aclarar por qué propuse la inclusión de la palabra “deberá” en lugar 
de “podrá”. No es que se cumplan todas las condiciones puesto que la propia redacción dice que el 
Juez impondrá al imputado todas o algunas de las siguientes obligaciones, quiere decir que cuando se 
sustituye “podrá” por “deberá”, esto no implica que se vayan a imponer todas estas obligaciones 
simultánea y conjuntamente, sino que la posibilidad se sustituye por una imposición. Por tanto, esto no 
quiere decir que se vayan a imponer todas las obligaciones. Sin duda, el fijar domicilio lo deberá 
imponer, mientras que las otras cosas podrá imponerlas acumulativamente o no. No hago objeciones 
para que quede en la redacción original. 


SEÑOR ROSADILLA.- La forma como está redactado el literal a) me genera dudas. Dicho literal 
expresa: “Fijar domicilio,” -hasta ahí lo compartimos- “del que no podrá ausentarse sin conocimiento del 
Juez o tribunal que conozca en la causa.” ¿Qué significa en este caso “ausentarse”? ¿Estar ausente 
del domicilio? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Mudarse. 


SEÑOR ROSADILLA.- No es lo que dice. Ausentarse es estar ausente. Acá no se dice “del domicilio 
que no podrá cambiar”. Es ausentarse, estar ausente. Entonces, el literal a) impone una prisión 
domiciliaria. Como dije al inicio, esta redacción me genera dudas porque parecería que estamos fijando 
una prisión domiciliaria. 


SEÑOR PASQUET.- Está claro que la redacción no es feliz. El Juez no puede no imponerle la fijación 
de domicilio, o sea que no puede decirse, como figura en el texto, que podrá imponer al imputado todas 
O algunas de las obligaciones, porque hay alguna que no es facultativa. La fijada en el literal a) es 
preceptiva y se ha hecho toda la vida así. El significado que tiene esto en la práctica desde tiempos 
inmemoriales es que no puede dejar de residir en el domicilio denunciado. Si el Juez lo manda 
comparecer y resulta que no se le ubica en el domicilio denunciado, el individuo no está sujeto a la 
potestad del tribunal. Entonces, como no se puede seguir el juicio en rebeldía, se detiene el proceso y 
se libra orden de captura: “resérvese hasta que sea oído u opere la prescripción”, es el auto que recae 
normalmente en esas situaciones. El individuo sale en libertad y debe indicar dónde se le encuentra, no 
se le prohíbe mudarse, si lo hace, presenta un escrito diciendo que se mudó. Ahora, si se sale del 
departamento del juzgado tiene que pedir autorización, porque sale del ámbito de la jurisdicción. 
Normalmente esto se concede porque no tiene ningún problema. Hay que buscar una redacción 
apropiada que refleje la práctica y nos evite estas discusiones que, reitero, en la práctica no se dan. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En lo personal pienso igual que el señor Senador Rosadilla. Cuando leí el texto 
me pareció que era una suerte de prisión domiciliaria, pero viendo el texto vigente observo que está 
redactado de la misma manera. Por lo que en la práctica durante estos más de veinte años ha sido la 
de fijar domicilio para notificarse. 


SEÑOR ROSADILLA.- Propongo cambiar la expresión “del que no podrá ausentarse sin conocimiento 
del Juez o tribunal que conozca en la causa”, por la de “el cual no podrá cambiar sin conocimiento del 
Juez o tribunal que conozca en la causa”. De esa manera creo que queda más claro a qué se refiere 
esto. 


SEÑOR DA ROSA.- Como estos textos son redactados por abogados de mucha trayectoria, tal como 
sucede en otros casos, en su redacción se manejan términos de la jerga judicial. Entonces, cuando se 
habla de “ausentarse”, en general se refiere -tal como expresaba el Senador López Goldaracena- a 
mudarse. De cualquier manera, estoy de acuerdo en que el texto de las normas debe ser lo más claro 
posible para el ciudadano común porque, de lo contrario, el gran problema es que muchas veces los 
términos los entienden solamente las personas que tienen formación jurídica. Se supone que la 
ignorancia de la ley no sirve de excusa, por lo que los ciudadanos deben entender claramente de qué 
se trata. En ese sentido, creo que lo que expresa el Senador Rosadilla tiene asidero. Repito que no me 
opongo a la expresión “ausentarse” porque entiendo cuál es su significado, pero me parece bueno que 
quede claro que la norma establece que no podrá cambiar de domicilio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según entiendo, de las dos modificaciones sugeridas, incorporaríamos la 
planteada por el Senador Rosadilla y no la sustitución de la expresión “podrá” por “deberá”. 


Léase el artículo 240. 
(Se lee:) 


“Artículo 240.- (Finalidad de las cauciones).- Las cauciones tienen por finalidad asegurar que 
el imputado cumpla los deberes impuestos por el Juez”. 


En consideración. 
Léase el artículo 241. 
(Se lee:) 


“Artículo 241.- (Determinación de las cauciones).- Para determinar la calidad y el monto de la 
caución se tendrá en cuenta la naturaleza del delito, la condición económica y antecedentes del 
imputado, la naturaleza del daño causado y el monto aproximado de las reparaciones civiles que 
puedan corresponder. El Juez hará la estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que el 
imputado se abstenga de infringir los deberes impuestos”. 


En consideración. 
Queda acordado el artículo 241. 
Léase el siguiente. 

(Se lee:) 


“Artículo 242.- (Caución juratoria).- La caución juratoria consistirá en la promesa del imputado 
de cumplir fielmente las condiciones impuestas por el Juez y procederá en los casos siguientes: 


Suando sea presumible que se pueda beneficiar con la suspensión condicional de la pena. 
Suando el imputado sea notoriamente pobre y desvalido”. 
En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- Me niego a la denominación que se da en el literal b) de “pobre y desvalido”. 
Quizás haya una redacción más feliz, que en este momento no se me ocurre, pero en principio rechazo 
esa expresión. No sé si la misma es de uso común, pero no me parece adecuada. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En realidad, la expresión “pobre y desvalido” es la misma que se utiliza en la 
Ley N* 15.032. Queda entonces acordado el principio del artículo 242 y se sugiere proponer una 
redacción alternativa para la expresión “pobre y desvalido”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quizás deberíamos buscar una redacción menos simplista de la situación. Me 
propongo para pensar una redacción alternativa y traerla. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Supongo que la objeción viene más por el lado de “desvalido” que de 
“pobre”, que tiene una significación precisa. 


Léase el artículo 243. 
(Se lee:) 


“Artículo 243- (Caución real).- La caución real consistirá en la afectación que en garantía de 
la suma fijada por el Juez, se haga por el mismo imputado o por otra persona, de bienes determinados, 
muebles o inmuebles. 


Podrá constituirse en forma de depósito de dinero u otros valores cotizables, otorgando 
hipoteca o prenda, o cualquier otra forma de garantía que resulte eficaz y suficiente a criterio del Juez”. 


-En consideración. 
Es igual al artículo que ya tenemos. Si no hay modificaciones sugeridas, seguimos adelante. 
Léase el artículo 244. 
(Se lee:) 
“Articulo 244- (Caución personal).- 


244.1- La caución personal consiste en la obligación que conjuntamente con el imputado asume uno o 
más fiadores solidarios, de pagar la suma que el Juez fije de acuerdo a los criterios establecidos en el 
artículo precedente. 


244.2- Puede constituirse en fiador quien tenga capacidad para contratar y sea además, persona de 
notoria honradez y solvencia económica. Esta última se comprobará mediante la exhibición de títulos o 
documentos formales”. 


-En consideración. 


En el comparativo falta una frase que consta en el material que nos envía el Poder Ejecutivo. 
Por lo tanto, debe agregarse: “El Juez apreciará la existencia de todos estos requisitos”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No me convence en absoluto el giro “documentos formales” al que 
refiere el artículo 244.2. Creo que la Comisión Redactora pretendió aludir a pruebas instrumentales. 
¿De qué tipo? Se trata de prueba instrumental de documentos públicos. Los títulos son documentos 
públicos. 


A mi entender hablar de “documentos formales” no tiene consistencia jurídica. La prueba 
instrumental puede ser de documentos públicos, privados o de otro tipo y en un soporte diferente al 
escritural. 


Por otro lado, esto está previsto en el Código actual. Pienso -insisto- que se refiere a prueba 
instrumental. De todas formas, aclaro que no me opongo a apoyar el artículo tal como está redactado, 
pero hago esta precisión a modo de reflexión. Me resulta chocante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Supongo que se referirá a recibos de sueldos, al Clearing y todo aquello que 
tenga que ver con la honradez y la solvencia económica. Sugerimos al señor Senador López 
Goldaracena que traiga otra redacción. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No me comprometo a traer un texto sustitutivo. Como dije, 
simplemente quise hacer una reflexión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo señalamos con un asterisco. 
Léase el artículo 245. 
(Se lee:) 


“Articulo 245- (Forma de las cauciones).- Las cauciones se otorgarán antes de ordenarse la 
libertad, en acta suscrita ante el actuario o secretario en su caso. 


En el caso de lo dispuesto por el artículo 243 de este Código en cuanto fuere pertinente, el acta se 
labrará por el actuario en presencia del Juez, o por el secretario en presencia del presidente del 
tribunal respectivo, disponiéndose su inscripción en el registro correspondiente, a cuyo efecto bastará 
con el simple testimonio del acta de caución”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones ni propuestas de modificación, seguimos adelante. 
Léase el artículo 246. 
(Se lee:) 
“Articulo 246- (Fijación de domicilio y notificaciones).- 


246.1- En el acto de prestar caución el imputado, el fiador y todo otro otorgante de la misma, deberá 
fijar domicilio dentro del radio del juzgado para las citaciones y notificaciones ulteriores. 


246.2- En caso de que el imputado no pudiere fijar domicilio dentro del radio del juzgado, se tendrá por 
tal el constituido en autos por su defensor. 


Las citaciones y notificaciones que deban hacerse al imputado, se harán también al 
caucionante cuando tuvieren relación con las obligaciones de éste”. 


-En consideración. 

Aquí se repite lo consagrado en el Código vigente; por lo tanto, queda acordado. 
Léase el artículo 247. 
(Se lee:) 


“Artículo 247.- (Extinción de la liberación bajo caución).- Las cauciones se harán efectivas si 
el imputado no comparece a la citación que se le haga durante el proceso. 


En tal caso y sin perjuicio de librar orden de prisión contra el imputado, el Juez fijará un plazo 
no mayor de veinte días para que comparezca, notificando de ello en los domicilios constituidos a éste 
y al caucionante, apercibiéndolos de que al vencimiento de ese plazo la caución se hará efectiva si el 
imputado no comparece o no se justifica debidamente un caso de fuerza mayor que impida su 
comparecencia. 


Al vencimiento del plazo, el Juez dictará resolución declarando sin efecto la liberación 
provisional.” 


-En consideración. 
Como en el caso anterior, se está repitiendo lo establecido en el Código vigente. 
Léase el artículo 248. 
(Se lee:) 
“Artículo 248.- (Efectividad de las cauciones).- 


248.1.- En la resolución prevista en el inciso final del artículo precedente, el Juez dispondrá que se 
haga efectiva la caución por la vía de apremio. 


248.2.- Cuando la caución consista en inmuebles hipotecados o cosas dadas en prenda, se venderán 
en remate público y al mejor postor, previa tasación. 


248.3.- Los títulos de deuda pública y valores cotizables, se enajenarán por corredores de bolsa al 
precio corriente en plaza. 


248.4.- La fianza personal se ejecutará contra bienes del fiador o fiadores solidarios, hasta hacer 
efectiva la cantidad que se haya fijado al admitir la referida fianza. 


248.5.- En todos los casos actuará como ejecutante el Fiscal Letrado de Aduana y Hacienda ante la 
sede civil competente. El destino del producido será asignado al Poder Judicial en calidad de recursos 
de libre disposición destinados a solventar gastos en el fortalecimiento de las oficinas judiciales en 
materia penal.” 


-En consideración. 


El doctor Varela recomendó ajustar este artículo 248.2 a los artículos 383 y 384 de la Ley N* 
19.090, Código General del Proceso, por los que se elimina la tasación. 


SEÑOR PASQUET.- Se trata de suprimir la tasación en todos los casos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero hacer algunas reflexiones sobre este artículo y la primera 
va en el mismo sentido que adelantó el señor Senador Pasquet. Aquí estamos hablando de garantías 
reales y en ellas es optativo, para quienes pactan un negocio de hipoteca o de prenda, renunciar a los 
trámites, términos y condiciones del juicio ejecutivo e ir directamente a la vía de apremio. Esto limita las 
oportunidades e, incluso, las chicanas o defensas infundadas por parte de los deudores. Acá, al hablar 
de garantías otorgadas para reforzar la protección de bienes jurídicos que tienen tutela penal, creo que 
correspondería que en todos los casos de cauciones de garantías reales se pudiera ir directamente a 
la vía de apremio, lo que no significa sortearse los juicios. Es claro que tiene que haber juicios, pero 
una de las cosas que se elimina es la tasación que para lo único que sirve es para ponerle base a un 
remate, para chicanear el procedimiento de ejecución en vía de apremio y para aumentar costos. 


Por lo tanto, estoy de acuerdo con suprimir la tasación porque no tiene mayor sentido. 


Con relación a esa propuesta, deberíamos analizar si en la constitución de las garantías se 
establece la renuncia al juicio ejecutivo y se va directamente a la vía de apremio. 


Por otro lado, en el artículo 248.5 hay un cambio respecto al Código vigente en cuanto a 
quien comparece ante el Juez civil a solicitar la ejecución, lo cual me parece correcto. Pero en la 
versión comparativa que yo tengo -no sé si es la correcta- en correspondencia con el proyecto de ley 


del Poder Ejecutivo, quedó suprimido el último inciso del actual artículo 150 del Código del Proceso 
Penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo lo tengo en el artículo 248.5 del proyecto de ley que viene del Poder 
Ejecutivo. El Senador Rosadilla se refiere al inciso que comienza diciendo: “En todos los casos”, 
etcétera, que no está en esa versión comparativa, pero existe. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quería llamar la atención de que es importante incorporar cuál es 
el título de ejecución. 


En concreto, mi propuesta es eliminar las tasaciones en los remates públicos de los bienes 
hipotecados o de los dados en prenda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se elimina entonces “previa tasación” y se acuerda en dejar la redacción 
como está sin esa expresión. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Si eliminamos solo “previa tasación”, al regirse por las normas del 
Código General del Proceso, creo que podemos llegar a tener inconvenientes luego en la sustanciación 
del proceso. Me parece que habría que buscar una redacción que dejara claro que la ejecución es en 
vía de apremio, sin tasación. Me gustaría analizarlo. 


SEÑOR PASQUET.- El artículo 248.1 dice que se hará efectiva la caución por la vía de apremio. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Está bien con esta inclusión en el 248.1 “por la vía de apremio”? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA. - En lo personal, tendría que analizarlo, señora Presidenta; no hago 
problema con la redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le pedimos entonces al señor Senador López Goldaracena que chequee si 
efectivamente es necesario hacer una especificación en el artículo 248. 2 y damos por acordado el 
resto del artículo. 


Léase el artículo 249. 
(Se lee:) 


“Articulo 249- (Cancelación de las cauciones).- La caución será cancelada y las garantías 
serán restituidas: 


a) Cuando revocada la excarcelación, el imputado fuere sometido a prisión. 
b) Cuando se absuelva en la causa o se sobresea al imputado. 
Cc) Cuando recayese pronunciamiento firme otorgando la libertad condicional del. condenado”. 
-En consideración. 
El literal c) se agrega a la ley vigente. 
Si no hay observaciones, queda acordado este artículo y pasamos al siguiente. 


Léase el artículo 250. 


(Se lee:) 


“Artículo 250- (Sustitución del caucionante).- Si el caucionante por motivos fundados no puede 
continuar como tal, podrá pedir al Juez que lo sustituya por otra persona que él presente y ofrezca 
análogas garantías. 


Si el Juez considera aceptable la causa y apta la persona propuesta, dispondrá la sustitución. 
La sustitución aceptada por el Juez libera al precedente caucionante solo para el futuro”. 
-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- Solicito a alguno de los colegas que me ilumine y me explique qué significa 
“solo para el futuro”. 


SEÑOR PASQUET. - Quiere decir que no lo libera de las obligaciones que pudiera haber contraído, de 
las situaciones de responsabilidad en que ya hubiere incurrido; el cambio será para el futuro. 


SEÑOR ROSADILLA.- No logro entender el tema. Si el Juez que determina esto hubiera encontrado 
responsabilidades, ya estarían imputadas. Es obvio lo de a futuro, pero si hubo responsabilidades 
hacia atrás, ya las tuvo. 


SEÑOR PASQUET.- Puede darse una situación de hecho en la que, por ejemplo, un día aparece el 
fiador a pedir que se le releve de la fianza otorgada y propone a Fulano o a Mengano para que lo 
sustituya y aparentemente está todo bien, pero el Juez no sabe que el día anterior el procesado estaba 
en libertad y se mandó mudar y entonces el fiador salió rapidito a pedir que lo releven. 


SEÑOR ROSADILLA.- Bien, es por eso. Gracias, señor Senador. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Este artículo queda acordado tal como viene del Poder Ejecutivo. 
Léase el artículo 251. 
(Se lee:) 


“Artículo 251 (Autorización para salir del país).- El excarcelado provisional podrá ser 
autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre que se cumplan los siguientes 
requisitos: 


a) Que la caución sea de carácter real o personal; 
b) Que prima facie no sea necesaria la presencia del imputado a los efectos de la indagatoria; 


c) Que la autorización se conceda por un lapso prudencial, determinado por el Juez en la respectiva 
resolución. 


En caso de incumplimiento de regreso al país, el Juez aplicará lo dispuesto en los artículos 
248 y 249 de este Código”. 


-En consideración. 


Este artículo es idéntico a la ley vigente. 


Si ningún señor Senador plantea modificaciones, queda acordado. 

Léase el artículo 252. 

(Se lee:) 

“Articulo 252- (Término de la prisión preventiva por absolución o sobreseimiento).- 


El tribunal deberá disponer el cese de la prisión preventiva cuando dicte sentencia absolutoria 
o se decrete el sobreseimiento, aunque dichas resoluciones no se encuentren ejecutoriadas. 


En tales hipótesis, se podrá imponer en sustitución de la prisión preventiva alguna de las 
medidas sustitutivas previstas en el artículo 224, cuando estas se consideren necesarias para asegurar 
la presencia del imputado en el proceso”. 


-En consideración. 
Si no se plantean modificaciones, queda acordado el artículo y pasamos al siguiente artículo. 
Léase. 
(Se lee:) 
“Capítulo 11l 
De las cautelas asegurativas sobre los bienes 
Artículo 253- (Medidas sobre los bienes del imputado) 


253.1- El Juez podrá decretar a petición del Ministerio Público o de la víctima las medidas 
cautelares sobre los bienes del imputado que estime indispensables para proteger los derechos de las 
víctimas, siempre que exista peligro de su lesión o frustración. 


253.2-También podrá decretar dichas medidas sobre bienes del tercero  civilmente 
responsable, previa justificación sumaria del vínculo. 


253.3- La existencia del derecho y del peligro se justificarán sumariamente. 


253.4- El Juez fijará la extensión de la medida y exigirá la previa prestación de garantía real o 
personal, salvo que exista motivo fundado para eximir de ella al peticionante, o que se trate del Estado 
u otra persona jurídica de Derecho Público. 


253.5- Estas medidas se ajustarán, en cuanto a su objeto y limitaciones, a los principios 
establecidos en el Código General del Proceso y leyes especiales”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Considero que en el numeral 253.1, luego de: “El Juez podrá decretar a petición 
del Ministerio Público o de la víctima”, debería agregarse “o de quienes por ella comparecieren” y entre 
paréntesis remitirse a los artículos que refieren al caso en que los familiares de la víctima concurren en 
su lugar -por ejemplo, si falleció- y luego continuaría con la misma redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que la propuesta del señor Senador es adecuada. 


SEÑOR PASQUET.- El artículo al que debe remitirse es el 83, cuyo nomen juris es “Representación de 
la víctima”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ese es el artículo donde se generó toda aquella discusión sobre el orden, 
etcétera. 


Si no hay más sugerencias, el artículo 253 queda acordado con la modificación propuesta por 
el señor Senador Pasquet. 


Léase el artículo 254. 
(Se lee:) 


“Artículo 254- (Excepciones).- Las medidas previstas en el artículo precedente, no podrán 
ordenarse contra el Estado ni contra personas jurídicas de Derecho Público”. 


-En consideración. 
Este artículo repite lo que establece el Código vigente, por lo que lo damos por acordado. 
Léase el artículo 255. 

(Se lee:) 


“Artículo 255.- (Transferencia de las medidas cautelares a la sede civil).- La víctima deberá 
acreditar que dedujo demanda civil dentro de los treinta días de efectivizadas las medidas. En este 
caso, el tribunal las transferirá a la sede correspondiente. Si así no lo hiciere, el afectado por las 
medidas podrá solicitar su levantamiento lo que el tribunal dispondrá con citación contraria.” 


-En consideración. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero hacer un par de reflexiones muy breves. 


La primera de ellas en cuanto a en qué consiste el artículo y, en función de eso, concluyo que el plazo 
de treinta días debería extenderse bastante más. Normalmente, cuando se produce un delito, también 
existe un daño civil que moviliza una acción de reparación en sede civil, lo que es absolutamente 
independiente, e incluso está legislado en este mismo Código. Son procedimientos distintos y juicios, y 
regulaciones procesales y sustanciales diferentes. Ahora bien, si nosotros acotamos el plazo de la 
medida cautelar dictada en sede penal a solamente treinta días, durante los cuales la víctima o los 
damnificados deban iniciar una acción civil para mantener dicha medida, nos habremos apresurado 
mucho en marcar un mapa de accionamiento civil porque posiblemente no estén dadas las condiciones 
psicológicas o subjetivas de la víctima o de los damnificados como para hacerlo. Además, quizás 
tampoco estén recopilados los elementos probatorios que va a llevar adelante la indagatoria penal en 
función de la cual, normalmente, se determina si se va o no a iniciar una acción civil. Muchas veces en 
lo primero que piensa la víctima de un delito no es en la reparación civil porque estas personas pasan 
por un período de shock o de trauma y en general reclaman justicia. 


Hay delitos que tienen un contenido económico como, por ejemplo, cuando una familia es 
víctima de una estafa. No voy a mencionar ejemplos concretos, pero en estos casos inmediatamente 
se tendrá que intentar buscar el equilibrio patrimonial. Entonces, un embargo o una medida cautelar 
inmovilizan el patrimonio del causante del daño. Pienso que de alguna manera estamos incitando a 
estas personas a presentar rápidamente una demanda civil para que la medida cautelar no pierda 


eficacia. En consecuencia, extendería el plazo; en este sentido, propongo que alcance los ciento 
ochenta días, pero dejo esto a criterio de los señores Senadores. 


La segunda reflexión tiene que ver con la parte del artículo que establece la transferencia a la 
sede correspondiente. En realidad, lo que se transfiere no es la medida sino el Juez o el tribunal 
competente para seguir entendiendo en relación con la medida que adoptó el Juez penal. Quiero hacer 
esta precisión porque la medida no se transfiere; lo que se transfiere es el centro de gravedad de la 
competencia. La competencia del Juez penal va hasta que se adopta la medida cautelar. Entonces, se 
cumple un plazo y si se le acredita que se presentó una demanda civil, el Juez competente para seguir 
entendiendo en esa medida ya no será el Juez penal sino que pasará a ser el Juez civil. Aquí hay 
temas prácticos a resolver. Se supone que cuando la víctima se presente en el accionamiento civil 
tendrá que dar cuenta de que existe una medida cautelar en materia penal para que, una vez que 
presente la demanda civil, esa demanda se mantenga. El Juez penal que la dispuso también deberá 
enterarse de que se presentó la demanda civil para que se mantenga, lo que va a ser un tema forense 
práctico. Hoy por hoy la regulación no existe, el Juez penal determina, por ejemplo, un embargo 
cautelar, luego se demanda en sede civil y el embargo cautelar sigue vigente en la sede penal hasta 
que alguien pida que quede sin efecto. Ese es un primer paraguas que existe, muchas veces el más 
inmediato y es bueno que así sea. La experiencia me indica que esa medida cautelar a nivel penal le 
da garantías al damnificado y a la víctima. Hoy no existe plazo para demandar, por lo tanto, el plazo es 
el que tiene cualquier damnificado para presentar una demanda civil por el régimen general, aunque 
tenga el beneficio de esa medida cautelar. Por lo general, quien solicita la medida cautelar es la 
víctima, porque es mucho más fácil ante el Juez penal, que procesó a una persona o que está 
interviniendo en una indagatoria, entender el perjuicio económico que se está causando y disponer un 
embargo en el causante, en lugar de trasladar todos los hechos a un juzgado civil, cuando ya hay una 
indagatoria penal. 


Pienso que el artículo no está mal y, si se mantuviera, extendería el plazo por lo menos seis 
meses, no se causa ningún perjuicio y no se incita a la víctima a demandar. En el plano subjetivo les 
aseguro que treinta días después de ser víctima de un delito, nadie está pensando que tiene que 
demandar civilmente para mantener el embargo que dispuso el Juez penal. Esta disposición me parece 
muy de escritorio y no se da en la práctica. 


SEÑOR PASQUET.- No estoy de acuerdo con el señor Senador López Goldaracena. Creo que está 
bien que haya un plazo de treinta días, que es de derecho común que son treinta días. Cuando se pide 
una medida cautelar y se obtiene, quien la haya solicitado tiene treinta días para presentar la demanda 
respectiva y si no lo hace cesa la medida, porque al que sufre la imposición de la medida seguramente 
se le esté causando un perjuicio o una dificultad mayor o menor; puede ser un perjuicio gravísimo o 
irreparable, por ejemplo, que se liquide una empresa. La única forma de que esto se haga con cierta 
seriedad -ni siquiera hablo de equilibrar, porque no se equilibra en absoluto- es que quien haya 
obtenido una medida cautelar en treinta días tenga que presentar la demanda, formalizar su pretensión 
para que se ponga en marcha el juicio y al final se decidirá si tenía razón o no. Me parece que esto que 
es válido en materia de derecho civil -que es derecho común y aceptado en materia civil- debe 
funcionar también en materia penal, porque no se trata de que le estemos imponiendo a alguien que 
está en estado de shock por haber sido víctima de un delito, que en treinta días presente una 
demanda, se lo estamos imponiendo a alguien que ya presentó una solicitud de medida cautelar, así 
que tan afectado no estaba porque pudo ir al juzgado y pudo pedir la imposición de la medida cautelar. 
Que la medida haya sido solicitada por el Ministerio Público es estadísticamente anómalo y creo que 
nunca lo vi, puede haber algún caso, pero la inmensa mayoría de las veces cuando hay medidas 
cautelares es porque las pide el interesado. Si pudo movilizarse e ir a ver a un abogado para pedir la 
imposición de medidas cautelares, en las mismas condiciones también puede pedir que se presente en 
treinta días la demanda según las reglas del derecho común. 


Evidentemente, la oración: “el Tribunal las transferirá a la sede correspondiente” no es un giro 
feliz, no es técnico, pero lo que está diciendo es que la competencia se desplaza de la sede penal que 
adoptó las medidas cautelares a la sede civil que va a conocer el juicio principal. Podemos buscar una 
redacción más depurada y más técnica, pero creo que la actual no impide entender el concepto que es 
claro y es pertinente, porque el juicio no puede estar radicado en la sede civil y, al mismo tiempo, 
haber una medida cautelar dispuesta por la sede penal y dependiente de la autoridad de esta. Eso está 


bien y se podrá redactar mejor, pero el concepto es el correcto. En suma, señora Presidenta, me 
parece que en términos generales este artículo es correcto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que también he hecho una anotación en relación a los treinta 
días. La citación en la sede civil no es clara, a veces pasan más de treinta días, por ejemplo, para 
dictaminar una incapacidad, en el caso de los accidentes de tránsito. Por lo tanto, sugiero modificar el 
plazo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No pretendo convencer al señor Senador Pasquet, pues sus 
argumentos son válidos, tienen fundamentos. Simplemente me permito discrepar en la valoración. 


¿Qué sucede? Por un lado, ante delitos económicos, donde existe un número indeterminado 
de perjudicados o damnificados, se supone que el Ministerio Público va a solicitar una traba de 
embargo, es lo que corresponde -aunque no solamente en esos casos- pero allí no es la víctima la 
que movilizó la medida cautelar, no le podemos imponer a la víctima que disponga de treinta días para 
establecer la demanda cuando es imposible que pueda recopilar en ese lapso todos los elementos que 
el Derecho Procesal Civil le exige a cualquier persona para presentarse ante un tribunal a iniciar un 
juicio. En esto está la naturaleza de la diferencia entre los dos procesos, que en mi opinión se aplica 
para todos los casos, más allá de aquellos de delitos económicos en los que pudiera existir un número 
indeterminado de damnificados. 


Cuando se produce un delito, se denuncia el hecho. Si el delito tiene contenido económico es 
lógico que el denunciante pida la inmovilidad de bienes en forma cautelar de quienes hubieran estado 
involucrados, pero todavía no se conocen las circunstancias en las que se perpetró tal delito. Mal 
pudiera la víctima articular una demanda en sede civil en la cual, según el Código del Proceso Civil, 
tiene que presentar su demanda con todos los elementos de prueba de los que se debe valer. Es 
imposible. Nadie podría articular una demanda en treinta días después de sufrir un delito, denunciarlo y 
solicitar una medida cautelar. Reitero: dispone de treinta días para presentar la demanda civil y al 
mismo tiempo presentar una serie de elementos probatorios, que después nos lo va a poder modificar, 
salvo en los casos en que el propio Código del Procedimiento Civil así lo establezca. 


De modo que no veo viable en la práctica un plazo tan corto, ni siquiera para los casos en 
que la víctima haya hecho la denuncia y solicitado medidas cautelares. Una persona que fue víctima de 
una estafa, hace la denuncia, solicita que se trabe embargo a los posibles involucrados, el Fiscal va a 
indagar y, de acuerdo con las nuevas normas del Código del Proceso Penal que aprobaríamos, se va a 
presentar ante el Juez y va a pedir la ratificación de la investigación y la aplicación de medidas 
cautelares. A medida que avance el juicio penal, se podrá saber cuáles fueron los hechos, pero no veo 
que el damnificado esté en condiciones de poder presentar una demanda civil en treinta días. 


En esto radica mi discrepancia y el fundamento de ampliarlo, porque no tiene la misma 
naturaleza que la demanda cautelar en sede civil, que tiene que acreditar su derecho, el peligro de que 
se lesione ese derecho y ofrecer una contracautela, aunque muchas veces se lo exime. Pero ya tiene 
el caso perfilado. Para evitar que el tiempo lo perjudique, solicita la medida cautelar en sede civil, el 
Juez se la otorga o no. Pero, reitero, ya tiene el caso armado. Sin embargo, acá no, porque va a haber 
una jurisdicción penal que va a intervenir en una indagatoria, que en forma cautelar traba un embargo, 
y la víctima quizá no tenga todos los elementos para presentarse en sede civil. Pensemos, por 
ejemplo, en los delitos en los que puede haber víctimas indeterminadas, o sea, casos en los que no se 
sabe cuál es el perjuicio que se causó ni quién lo causó. Alguien puede denunciar penalmente un 
hecho, pero no tener claro quién fue el responsable de ese hecho en el momento en que lo denuncia, 
lo que será aclarado después. Por lo general, esto es lo que ocurre. 


Un Juez puede adoptar medidas cautelares con relación al escenario que se le presente. 
SEÑOR ROSADILLA.- Disculpe, señor Senador, ¿medidas cautelares con respecto a qué? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me refiero a un escenario al supuesto fáctico de los hechos tal 
cual ocurrieron. En virtud de ese supuesto fáctico el Juez podrá disponer las medidas cautelares que 


las partes le hayan solicitado. No quise ejemplificar con ninguna en particular. A eso me refería con el 
concepto de escenario, no al teatro. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera entender el planteo. Entendía que podía haber una denuncia donde no 
se identifica el presunto imputado o responsable. En ese caso, ¿sobre qué basa la decisión el Juez? 
Esa es la pregunta. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Se denuncia un hecho penal y el denunciante no tiene claro qué 
es lo que acaeció. Por ejemplo, un individuo que tenía cien pesos en la cuenta y cuando fue a 
averiguar el saldo constató que le quedaban diez pesos, puede hacer la denuncia y es probable que 
solicite medidas cautelares, que puede pedir en relación a los hechos que conozca. En virtud de ese 
escenario que se vaya a indagar, el Juez podrá adoptar las medidas cautelares del caso. No se me 
ocurre en este momento cuáles pueden ser; ello va a depender de cada caso en particular. Lo cierto es 
que si se adopta una medida cautelar contra una persona, el plazo de vigencia no lo reduciría a treinta 
días porque para mí los parámetros son diferentes en sede penal que en sede civil. Si entramos en la 
casuística, puedo transmitir un caso concreto que todavía no ha finalizado. Se trata de una estafa; se 
robaron títulos de propiedad a una familia, se hizo un préstamo simulado y se transfiere la propiedad. 
Reitero, todo simulado con una escritura pública nula. Cuando se enteran, el bien dejó de ser 
propiedad de esa familia. Por supuesto que se hizo la denuncia penal, por lo que hubo procesados y 
condenados. Inmediatamente que se hizo la denuncia se dispuso el embargo del bien para que no se 
venda más. No sé quiénes eran los responsables cuando hicimos la denuncia; ese embargo se 
efectivizó en sede penal. Si esa medida se fuera a solicitar en la sede civil -los colegas abogados me 
ratificarán lo que voy a decir- se tendría que identificar contra quién se dirija la medida. Pero en ese 
caso no sabíamos contra quién dirigirla. Por los registros, contra quien figuraba como propietario. Lo 
que se pidió fue el embargo del bien. No sé contra quién se ¡iba a iniciar ese juicio civil de nulidad de 
escritura. La casuística criminal, lamentablemente, es bastante amplia. Si esta disposición no hubiera 
estado vigente, esta familia tendría que haber hecho el juicio civil de nulidad de escritura dentro de los 
treinta días de que se efectuó el embargo, pero recién se pudo identificar quiénes eran los 
responsables después de que hubo un procesamiento, una condena, a los meses del hecho. Mientras 
tanto el bien se mantuvo embargado. Este es un caso concreto, puede haber otros. También puede 
suceder lo que señaló el señor Senador Pasquet, es decir, si se demanda a una persona -que es 
inocente porque todavía no fue condenada- se la embarga en virtud de una medida cautelar, se le 
puede causar un grave perjuicio, si no se le demanda enseguida, para ejercer su derecho de defensa. 
Lo comprendo, pero civil y penal son parámetros diferentes. 


Quizás se puede ampliar el plazo, no tanto en seis meses como hemos manejado, pero me 
parece que el plazo de treinta días es muy exiguo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aplazamos este artículo y le pedimos al señor Senador López Goldaracena 
que nos presente una redacción, por lo menos, que considere la ampliación del plazo. En lo personal 
estoy de acuerdo con las críticas que se hacen sobre los treinta días. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer varias puntualizaciones. 


En primer lugar, el artículo 253.5 establece el criterio general, pues dice: “Estas medidas se 
ajustarán en cuanto a su objeto y limitaciones, a los principios establecidos en el Código General del 
Proceso y leyes especiales”. Es decir que aquí el Legislador, en lo procesal penal establece un criterio 
y esto va, en principio, por los mismos carriles por los que funcionan las medidas cautelares en el 
proceso civil. 


Cuando en el artículo 255 se habla de “treinta días” se está siguiendo el criterio general al 
que acabo de referirme, porque la norma para el proceso civil es el artículo 311.2 del Código General 
del Proceso, que dice: “En este caso, las medidas cautelares caducarán de pleno derecho si no se 
presentare la demanda dentro de los treinta días de cumplidas, condenándose al peticionario al pago 
de todos los gastos del proceso y de los daños y perjuicios causados”. Estos son los grandes criterios. 
A mi juicio, el artículo 255 se refiere al caso en que las medidas sean solicitadas por la víctima, y no 
cuando las pida el Ministerio Público. Tal vez debamos mejorar la redacción en ese punto, pero está 
claro que la hipótesis que se tuvo en cuenta aquí es aquella en que la víctima pide la medida cautelar y 


es ella la que debe presentar la demanda en sede civil. Además, la víctima tuvo algunos elementos de 
juicio porque por algo pidió la medida cautelar; ella también debió haber justificado la existencia del 
derecho y del peligro de lesión o frustración, porque así lo dice el artículo 253.3, siguiendo con el 
criterio de que se aplican acá los mismos principios que rigen en el Derecho común. Es decir que la 
víctima debió haber cumplido con eso. La información que manejó debió haber salido de la disposición 
que ordenó la formalización de la investigación, lo que en el régimen actual es el auto de 
procesamiento. Cuando se pide la medida cautelar es porque alguien está procesado y en el auto de 
procesamiento se dice por qué se procesa, es decir, cuáles son los hechos, quiénes estuvieron 
involucrados, por qué se entiende que son ellos los responsables. Esa es la información que maneja 
quien pide la medida cautelar, por lo que también es la que maneja -ahora con otro nombre, pues ya no 
será el auto de procesamiento sino la formalización de la investigación- la víctima, para pedirla. Si no 
tiene certeza en cuanto a quién pudo haber sido el o los responsables o en qué consistió la maniobra, 
lo más prudente es que no pida tampoco la medida cautelar porque estaría pidiéndola por las dudas, 
comprendiendo personas o situaciones que quizás no deberían verse alcanzadas por la medida. 
Entonces, creo que la exigencia del plazo da seriedad a todo esto. Quizás la víctima pueda exonerarse 
de la contracautela, lo cual aquí también está previsto. En el 253.4 se dice: “salvo que exista motivo 
fundado para eximir de ella al peticionante”. Podrá eximirse la contracautela pero, entonces, razón de 
más para establecer con claridad los fundamentos de su pretensión en un plazo razonable. Quizás, 
para llegar a un acuerdo con el Senador López Goldaracena, podríamos buscar un plazo mayor y que 
no sean seis meses, pero creo que hay que mantener el plazo como elemento que da seriedad a toda 
la actuación de la víctima porque, de lo contrario, por la sola vía de pedir medidas cautelares se puede 
generar un enorme daño por tiempo indeterminado. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Nos podemos ir acercando. Si establecemos claramente que esta 
disposición se refiere a medidas cautelares que fueron solicitadas por la víctima, se restringen los 
riesgos que exponía. Si se extiende un poco más el plazo, se permitiría a la víctima poder precisar 
situaciones para identificar a los responsables del daño y las circunstancias en las cuales se produjo 
ese hecho ilícito civil, pero no me convence todavía una idea de plazo muy exiguo. Sigo insistiendo con 
ese caso en el que me tocó participar; quizás mi experiencia esté un poco contaminada por lo que me 
tocó vivir en la vida profesional. Pero entiendo que extendiendo este plazo, quizás de 30 a 60 días, 
podríamos llegar a un acuerdo. 


SEÑOR PASQUET.- En principio estaría de acuerdo, con la finalidad de allanar obstáculos y poder 
marchar adelante con el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, si hay acuerdo, se extendería el plazo a 60 días. Diría así: “La 
víctima deberá acreditar que dedujo demanda civil dentro de los sesenta días de efectivizadas las 
medidas”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Debería reformularse la redacción para hacer referencia a que se 
trata de medidas solicitadas por la víctima. Este artículo no aplica cuando son medidas cautelares 
pedidas por la Fiscalía. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo sería la redacción? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No la podría formular ahora, pero podemos dejar marcado el 
artículo con un asterisco. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo. Queda claro, de todos modos, que se extiende el plazo a 
sesenta días -en lugar de los treinta originales- y que sólo rige en caso de que las medidas sean 
solicitadas por la víctima. 


SEÑOR PASQUET.- Una redacción alternativa podría ser la siguiente: “En los casos en que las 
medidas cautelares hayan sido solicitadas por la víctima, ésta dispondrá de sesenta días para 
formalizar la demanda ante la sede competente.” 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Advierto que tenemos otro problema en cuanto a si el plazo se 
vincula a la demanda o a la citación a conciliación. 


(Dialogados.) 
SEÑOR GALLINAL.- Consulto si esto no tiene alguna vinculación con el artículo 203. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 203. 

(Se lee:) 


“Artículo 203- (Entrega definitiva).- Una vez concluida la causa penal, si en el plazo de treinta 
días de notificado el interesado no fueran deducidas pretensiones en sede civil sobre las cosas 
entregadas provisionalmente, dicha entrega se tornará definitiva”. 


SEÑOR GALLINAL.- Habla de deducir pretensiones y no demandas, abarcando un abanico un poco 
más amplio. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece que son situaciones distintas. En el artículo 203 no hay medidas 
cautelares. Asimismo, en el artículo 255 estamos hablando, exclusivamente, de aquellos casos en los 
que se hayan solicitado medidas cautelares. Son regulaciones diferentes; nada roza una con la otra. 


SEÑOR GALLINAL.- Me da la impresión de que en el artículo 203 hay incautación de bienes a modo 
de medida cautelar. 


Simplemente quería que se tuviera presente este punto. Tal vez deducir acciones sea distinto 
a deducir una demanda. A veces no se tienen todos los elementos para deducir una demanda y se 
deducen otro tipo de acciones que pueden ayudar en unos casos a interrumpir la prescripción y en 
otros, a salvaguardar algunas garantías. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sin perjuicio de la sugerencia presentada por el señor Senador Pasquet, 
que será sometida a votación en su oportunidad, y de que se pueda proponer otro texto para esta 
disposición, el artículo ha sido aplazado. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me quedé pensando en el escenario planteado por el señor 
Senador Gallinal. Imaginemos que tenemos cosas confiscadas y que se está clausurando la causa, 
que es el supuesto mencionado en el artículo aludido por el señor Senador. De ser así, se dedujo 
demanda civil dentro de los treinta días de producida la confiscación. Por el artículo que estamos 
considerando, si no se dedujo demanda civil, se tendría que haber levantado la medida cautelar. 
Quiere decir que si la confiscación duró es porque se produjo también demanda civil y se transfirió la 
competencia al Juzgado Civil. Entonces, ¿cómo puede ser que se clausure la causa penal y se tenga 
que devolver lo confiscado? En realidad, estoy reflexionando sobre la misma idea del señor Senador 
Gallinal y advierto que es bastante más complicado de lo que pensamos. 


SEÑOR PASQUET.- Insisto en que son situaciones diferentes. El artículo 203 regula la hipótesis en la 
cual, después de cometido un delito, la Justicia dispuso la incautación de ciertos efectos. Una vez 
concluido el proceso, se dice: “Entréguese a quien corresponda”, que podrá ser la víctima u otra 
persona que, de repente, no tiene nada que ver con los hechos. O sea que se dispone la devolución de 
todo o parte de lo incautado. 


Entonces, por el artículo 203 se dice que si, concluida la causa, en el plazo de treinta días no 
se dedujeron pretensiones en sede civil sobre las cosas entregadas provisionalmente -es decir que las 
cosas ya se entregaron- la entrega se tendrá por definitiva. Aquí se da un plazo para reclamar. Ahora 
bien, puede ocurrir que el revólver se lo entregaron a Fulano cuando, en realidad, se lo había prestado 
otra persona. En este caso, la entrega no es definitiva y al interesado le quedan libres las vías para 


reclamar. Lo que dice el artículo es que si no reclamó, pasados treinta días de la entrega provisional, la 
entrega será definitiva. Es simplemente eso, sin medidas cautelares en el medio, ni embargos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vuelvo a la posición anterior. Serán sometidos a consideración para su 
votación el artículo original y el artículo con la modificación sugerida por el señor Senador Pasquet, con 
la ampliación de plazo y la especificación de que estos sesenta días corren para presentar la demanda 
ante la sede competente. Esto se resolverá al momento de la votación. 


Propongo, además, que se pase toda la discusión a la Comisión redactora del proyecto de 
ley. 


Léase el artículo 256. 
(Se lee:) 


“Artículo 256.- (Recursos).- Cuando la resolución ordene la medida solicitada u otra similar, la 
misma será apelable sin efecto suspensivo.” 


-En consideración. 
Si no se sugieren modificaciones, pasamos al artículo siguiente. 
Léase el artículo 257. 

(Se lee:) 


“Artículo 257.- (Cumplimiento de las medidas).- Las medidas cautelares se cumplirán 
inmediatamente después de haber sido decretadas y se notificará a la parte a quien perjudica, una vez 
cumplidas.” 


-En consideración. 
Se da por acordado. 
Corresponde pasar al Libro || “Del Proceso de Conocimiento”. 
Léase el artículo 258. 
(Se lee:) 
“Título | 
Proceso Ordinario en materia de Crímenes y Delitos 


Artículo 258.- El proceso de conocimiento comprende la primera y la segunda instancia y 
casación.” 


-En consideración. 
Si no se sugieren modificaciones, pasamos al siguiente artículo. 


Léase el artículo 259. 


(Se lee:) 
“Artículo 259.- (Formas de inicio).- 
259.1.- La investigación de un hecho presuntamente delictivo deberá iniciarse: 
a) Cuando exista flagrancia delictual; 
b) Por denuncia o instancia, formulada de acuerdo a las previsiones de este Código; 


c) Por iniciativa del Ministerio Público, cuando haya tenido conocimiento del hecho por cualquier medio 
idóneo. 


259.2.- Cuando el Fiscal tome conocimiento de un hecho presuntamente delictivo, deberá disponer las 
medidas pertinentes para la averiguación de la verdad, conforme lo dispuesto en este Código.” 


-En consideración. 
Si no hay modificaciones, seguimos adelante. 
Léase el artículo 260. 

(Se lee:) 


“Artículo 260- (La denuncia).- Cualquier persona podrá poner en conocimiento del Ministerio 
Público la comisión de un presunto hecho delictivo. También podrá formularse la denuncia ante la 
autoridad administrativa competente o ante cualquier tribunal con competencia penal, los que deberán 
remitirla inmediatamente al Ministerio Público”. 


-En consideración. 
Si no hay modificaciones, seguimos adelante. 
Léase el artículo 261. 
(Se lee:) 
“Artículo 261-(Forma y contenido de la denuncia).- 


261.1- La denuncia podrá formularse en forma escrita o verbal y deberá contener la 
identificación del denunciante, su domicilio, la narración circunstanciada del hecho, la designación de la 
O las personas involucradas en el mismo y en su caso de quienes lo hayan presenciado o tengan 
noticia de él. 


261.2- La denuncia escrita deberá ser firmada por quien la formula ante el funcionario que la 
reciba y cuando no supiere o no pudiere firmar lo hará otra persona a su ruego. 


261.3- En el caso de denuncia verbal, el funcionario actuante dejará constancia por escrito, la 
que será firmada por el denunciante y por el propio funcionario. Si el denunciante no sabe o no puede 
firmar, lo hará un tercero a su ruego”. 


-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- Solicito a los señores Senadores que me ayuden en algo que no sé. 


Quizás es de uso y no se necesita que conste en el texto, pero pregunto si la persona que 
hace la denuncia no recibe copia de ella. 


SEÑOR PASQUET.- No se necesita establecerlo. 
SEÑOR ROSADILLA.- Bien, es de uso; no es preciso decirlo. 


Por otro lado, en el 261.3 se expresa que se dejará constancia por escrito. En realidad, en 
este caso un funcionario tendría que hacer una especie de acta de lo que se está denunciando y si el 
denunciante no sabe o no puede firmar, lo hará un tercero a su ruego. ¿Cómo funciona esto en 
realidad? Aparentemente, estamos hablando de una persona que va a hacer la denuncia verbal porque 
no tuvo tiempo de hacerla por escrito y en la premura del caso se presenta directamente, pero también 
puede ocurrir que no sepa escribir. Se consideran las dos hipótesis. ¿Cuál es la garantía que se da? 
Aquí se dice que “lo hará un tercero a su ruego”. No entiendo esta expresión. 


SEÑOR PASQUET.- La firma a ruego es un instituto viejo. Se estampa en el acta que, por no saber 
firmar, lo hace a su ruego don Fulano de tal. 


SEÑOR ROSADILLA.- Entonces, la persona elige a alguien. 
SEÑOR PASQUET.- Claro. En caso de que no lleve a nadie, se le proporciona a alguien. 
SEÑOR ROSADILLA.- Pero, en todo caso, ella lo define. 


SEÑOR PASQUET.- Si la persona no quiere que sea alguien determinado, por algún motivo en 
particular, busca a otra. 


SEÑOR ROSADILLA.- Está claro. Simplemente hice estas preguntas para saber qué garantías había 
en este caso. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero proponer que en el numeral 261.1 se cambie “designación” 
por la palabra “indicación”. Creo que en la denuncia, el denunciante no designa a las personas 
involucradas sino que, por el contrario, indica o manifiesta cuales son las personas involucradas. El 
vocablo “designar” tiene otra carga conceptual. 


Simplemente, esa es la modificación que quería plantear. 
SEÑOR PASQUET.- Está bien. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se estaría sustituyendo la palabra “designación” por “indicación”. 


En cuanto a la consulta del señor Senador Rosadilla, efectivamente en el viejo Código no 
figuraba el caso del denunciante que no sabía firmar. 


SEÑOR ROSADILLA. Antes de pasar al siguiente artículo, quiero plantear una cuestión de orden. 


Son las 15 y 55 horas y a las 16 los coordinadores de Bancada fuimos convocados por el 
Presidente de la Cámara de Senadores a una reunión que, adelanto, normalmente son breves: de 10 o 
15 minutos. Somos dos los Senadores que debemos retirarnos por este motivo y si no ingresa el señor 
Senador Da Rosa -que se ausentó momentáneamente de la sesión- o el Senador Michelini, nuestra 
ausencia implicaría quedar sin número, por lo que, en ese caso, solicitaría un cuarto intermedio de 15 
minutos a partir de la hora 16 para poder concurrir a la mencionada convocatoria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El cuarto intermedio sería hasta las 16 y 15. 


SEÑOR ROSADILLA..- En realidad, lo solicitaría solo en el caso de que no ingrese a la Comisión uno 
de los dos Senadores mencionados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Quiénes son los Senadores convocados a la reunión? 
SEÑOR ROSADILLA.- El señor Senador Gallinal y quien habla. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito que se llame a los Senadores Da Rosa y Michelini para ver si le 
podemos dar continuidad a la sesión. 


Mientras tanto, aprovechamos los tres minutos que nos quedan para acordar sobre el artículo 
261, con la modificación sugerida por el señor Senador López Goldaracena. 


SEÑOR PASQUET.- Antes de pasar al siguiente artículo, observo que en el texto vigente de la Ley N? 
15.032, en el segundo inciso del artículo 108, se establece que el denunciante podría exigir que se le 
expidiera un recibo, pero aquí se suprime esa posibilidad. Una cosa es no agregar algo que no existe 
en la práctica y otra suprimir una norma que está vigente, lo que puede ser inconveniente porque 
mañana puede dar lugar a que se discuta si quien presenta la denuncia tiene derecho o no a que le 
den copia firmada, cuando obviamente lo tiene. 


En fin, me parece pertinente conservar la disposición o, quizás, buscar otra redacción pero, tal 
como decía el señor Senador Rosadilla, es necesario que quede claro que el denunciante tiene 
derecho a que le devuelvan copia firmada con la denuncia que presentó. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En consecuencia, esto quedaría incorporado en el artículo 261.2 que deberá 
decir: “La denuncia escrita deberá ser firmada por quien la formula ante el funcionario que la reciba 
quien, si el denunciante lo exigiere, le expedirá..” 


SEÑOR PASQUET.- Habría que buscar la forma de -si se me permite la expresión- zurcir esta frase, 
pero manteniendo el texto que da la garantía. 


(Dialogados.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el texto acordado en el artículo 261.2 es el siguiente: “La denuncia 
escrita deberá ser firmada por quien la formula ante el funcionario que la reciba quien, si el denunciante 
lo exigiere, le expedirá recibo. Cuando el denunciante no supiere o no pudiere firmar, lo hará otra 
persona a su ruego”. 


La Comisión pasa a cuarto intermedio por quince minutos o hasta que volvamos a tener 
quórum. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 2 minutos.) 
(Vueltos a sala.) 

-Habiendo número, continúa la sesión. 
(Es la hora 16 y 30 minutos.) 


-Léase el artículo 262. 


(Se lee:) 
“Artículo 262 (Reserva de las actuaciones de investigación).- 


262.1- La actividad desarrollada en la indagatoria preliminar para reunir medios de prueba que 
posibiliten la ulterior iniciación del proceso, no se integrará en ningún caso a este, salvo cuando se 
requiera la intervención del tribunal. 


262.2- Las actuaciones de investigación preliminar llevadas a cabo por el Ministerio Público y 
por la autoridad administrativa, serán reservadas para los terceros ajenos al procedimiento. El 
imputado y su defensor podrán examinar los registros y documentos de la investigación Fiscal. 


262.3- Sin embargo, el Fiscal podrá disponer que determinadas actuaciones, registros o 
documentos permanezcan en reserva respecto del imputado, su defensor y demás intervinientes, toda 
vez que lo considere necesario para asegurar la eficacia de la investigación. En este caso, deberá 
identificar las piezas o actuaciones respectivas, y se podrá fijar un plazo de hasta cuarenta días para 
su mantenimiento, previa autorización judicial. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el Juez mediante 
petición fundada del Ministerio Público hasta por un plazo máximo de seis meses. 


262.4- El imputado y su defensor podrán solicitar al Juez que ponga fin a la reserva o que la 
limite en cuanto a su extensión, a las piezas o actuaciones comprendidas en la misma o a las personas 
a quienes afectare. 


262.5- Sin perjuicio de lo establecido, no se podrá decretar la reserva para el imputado y su 
defensor respecto de su declaración, de los informes brindados por peritos referentes a su persona, o 
de cualquier otra actuación en que hubiere intervenido él o su defensor. 


262.6- Los funcionarios que hayan participado en la investigación y las demás personas que 
por cualquier motivo hayan tenido conocimiento de las actuaciones, estarán obligados a guardar 
secreto.” 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera hacer un comentario y una reflexión sobre el artículo 
262.1. Este artículo señala que no se integrará, en ningún caso, al proceso, la actividad desarrollada en 
la indagatoria preliminar en lo referente a la reunión de medios de prueba, salvo que hubiera mediado 
intervención del Juez. 


Mi reflexión es la siguiente: en esa indagatoria preliminar el Fiscal puede recabar 
declaraciones de personas sin necesidad de la orden judicial. Si quisiera llevar esos testimonios para 
fundamentar la formalización de la indagatoria ante la audiencia, no podría integrarlos. No sé si estoy 
leyendo bien el artículo, porque una cosa es la indagatoria para reunir medios de prueba y otra es que 
en esa indagatoria se pueda generar una prueba. Puedo averiguar quiénes son los testigos de un 
hecho y no tomarles declaración, pero de esa manera lo único que estoy reuniendo en esa etapa de 
indagatoria preliminar son los medios de prueba; no estoy diligenciando prueba, lo que es correcto, 
porque para diligenciar prueba necesito tener el control por parte de la defensa y ese es el principio. En 
esa recolección de medios de prueba, el Fiscal se basa en elementos que son fundamentales para 
formalizar la indagatoria; imagino que esos elementos de prueba pueden ser, por ejemplo, dichos de 
testigos. Al recolectar los medios de prueba, para lo que no requiere la intervención del Juez, en 
realidad, le está preguntando a determinadas personas involucradas, víctimas o vecinos del lugar 
donde se produjeron los hechos o personas a las que la policía pudo haber contactado o la Prefectura, 
si el hecho ocurrió en su jurisdicción, y luego el Juez se hace una composición de lugar para resolver o 
no la formalización de la indagatoria. 


Bien, el Fiscal resuelve formalizar la indagatoria en base a los elementos que recogió, pero 
no los puede incorporar al proceso si no tuvo autorización del Juez en el diligenciamiento de la prueba. 
Repito: el Fiscal no diligenció prueba, sino que está exclusivamente recolectando medios de prueba, 
pero al hacerlo se enfrenta con resultados de constataciones que pueden no tener autorización judicial. 
Por ejemplo, le dice a la policía que revise determinado lugar; supongamos que esta constata que tal 


hecho puede ser relevante y el Fiscal quisiera incorporarlo a la formalización de la indagatoria. En 
verdad, no me queda claro cuáles son los límites entre una situación y otra. 


En un escenario como en el que estoy reflexionando, podría pasar lo siguiente: cuando el 
Fiscal, al recolectar medios de prueba llega a la conclusión de que podrían ser elementos relevantes, 
ya le debería solicitar al Juez la autorización para diligenciar determinada prueba, a los efectos de que 
después la pueda incorporar al proceso. No se me ocurre otra manera. 


Sobre este punto, me gustaría trasmitirle mi preocupación a la Comisión Redactora. No estoy 
planteando el desglose de ese artículo, me parece que es correcto, porque el principio es que toda 
prueba debe diligenciarse con control de la defensa, pero en materia penal, muchas veces, hay 
pruebas que no tienen ese control debido a que se realizan en una etapa indagatoria. ¿De quién tienen 
el control? Del Juez. Este es el principio que se recoge en esta norma. Pero como en el escenario, 
debido al nuevo Código, se cambia el centro de gravedad que pasa hacia el Fiscal y este puede llamar 
a determinada gente para que vaya a declarar a su despacho, por ejemplo, si no tuvo autorización 
judicial luego no podrá utilizar esa declaración, con lo que el fundamento de la solicitud de la 
formalización puede quedar rengo. 


Quizás puedo estar equivocado con esta percepción, pero, insisto, me gustaría que la 
Comisión Redactora precisara cuáles son los escenarios en los que se puede incorporar los elementos 
de la indagatoria y cuáles no. Es más, me gustaría saber específicamente qué sucede si en esa etapa 
de recolección de medios de pruebas el Fiscal descubre algo, pero resulta que no los puede incorporar 
como elementos de prueba porque no tuvo la autorización judicial. ¿Cómo los podría incorporar al 
proceso posterior? Se me ocurre ahora, que los podría incorporar después, ya que podría solicitarle al 
Juez la autorización para formalizar esos elementos que ya descubrió, pero a veces la inmediatez es lo 
que hace al éxito de la medida. 


Reitero: estoy de acuerdo con el artículo, simplemente quisiera trasmitir a la Comisión 
Redactora si puede precisar un poco más los fundamentos de esta disposición. 


SEÑOR PASQUET.- A mi juicio, esto funciona así. El Fiscal puede encontrarse con distintas 
situaciones. Supongamos un delito flagrante -que es la gran mayoría de los casos- por ejemplo, una 
rapiña callejera, donde se da una intervención rápida de la policía, el imputado es aprehendido 
prácticamente en el lugar de los hechos, están los testigos, la víctima, la cartera objeto del hurto y la 
policía, que comunica al Fiscal esta situación. Cuando es tan claro todo, el Fiscal no va a perder tiempo 
haciendo que vayan a declarar a la sede del Ministerio Público o constituyéndose él en la seccional, 
sino que va a llamar al Juez y a solicitarle que le fije inmediatamente una audiencia, porque se propone 
formalizar la investigación. Es decir, va a hacer todo de una. La policía va a llevar al detenido 
directamente a la sede judicial, allí lo van a interrogar, irán también los testigos, y al cabo de todas las 
declaraciones y sobre la base de esos elementos de juicio el Fiscal propondrá la formalización de la 
investigación. Entonces, acá no hay ningún problema porque la prueba se produce una sola vez en 
audiencia con el Juez, con todas las garantías, quedando todo incorporado al proceso en forma inicial. 
Los hechos se producen de la manera que plantee en esta hipótesis. Pero pueden suceder las cosas 
de otra manera. Supongamos que es una investigación lenta, un caso complejo, y el Fiscal va 
reuniendo elementos de juicio a través del tiempo. Un día, por ejemplo, recibe el testimonio de una 
persona que sabe que ocurrieron ciertos hechos y el Fiscal toma en cuenta eso para hacer su 
composición de lugar. Para utilizar el testimonio de esa persona, cuando formalice la investigación, 
tiene que pedir que se la llame a declarar, y ella lo hará como si nunca lo hubiera hecho con 
anterioridad. Por lo que lo dicho en la oficina del Fiscal no tiene ningún valor. Entonces, tiene que 
declarar ante el Juez, en presencia del defensor del imputado, y allí debe producirse la prueba en el 
marco del contradictorio. Me parece que es otra clara situación, es decir, el Fiscal acopió elementos 
durante la investigación, que pudo haber durado meses, y luego para hacer valer esa información la 
tiene que reproducir en audiencia porque, de lo contrario, no vale. Eso es lo que dice el artículo 262.1, 
o sea, la actividad desarrollada en indagatoria preliminar, etcétera, no se integrará en ningún caso al 
proceso, salvo que requiera la intervención del tribunal. ¿Cuándo sucede eso? Supongamos que el 
Fiscal está investigando -no formalizó todavía la investigación por lo que está en la etapa previa- y se 
entera de que el testigo Fulano de Tal, que puede aportar elementos de juicio importantes está por 
viajar fuera del país y no se sabe si vuelve o cuándo lo hace. Entonces, ahí se solicita una prueba 
anticipada; pide al Juez que en virtud de que tal persona puede aportar elementos relevantes y está 


por viajar al exterior, se le cite a declarar de inmediato sin esperar la formalización de la investigación, 
que podrá producirse o no. En ese caso el Juez dispone el diligenciamiento de la prueba con citación 
de quien haya sido investigado, asistido por su defensor. Es el caso donde el tribunal interviene antes 
de la formalización de la investigación. 


De cualquier manera, el principio que está estableciendo el artículo 262.1 es que todo lo que 
haga el Fiscal por su cuenta, independientemente del Juez y de las partes, no vale si no es 
incorporado al proceso en forma debida. Si no se incorpora automáticamente como se hacen ahora las 
actuaciones cumplidas en sede policial, en donde por ejemplo el imputado ratifica todo lo que declaró 
ante la policía. Eso no corre más, tiene que ir a la audiencia, declarar ante el Juez como si nunca 
hubiera declarado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se desglosa el artículo 262.1 para la Comisión Redactora. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No sé si se puede enviar esta preocupación a la Comisión 
Redactora, me gustaría que cuando vengan tengan preparadas diversas situaciones y límites. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos de acuerdo con enviar a la Comisión Redactora las preocupaciones 
planteadas en Sala. 


Léase el artículo 263. 
(Se lee:) 


“Artículo 263- (Solicitud de diligencias).- Durante la investigación el imputado, su defensor y 
la víctima podrán solicitar al Fiscal todas aquellas diligencias que consideren pertinentes y útiles para el 
esclarecimiento de los hechos investigados. El Fiscal ordenará aquellas que estime conducentes”. 


-En consideración. 

Si no hay observaciones, queda acordado. 
Léase el artículo 264. 

(Se lee:) 


“Artículo 264- (Personas citadas por el Fiscal).- Si en el desarrollo de la investigación el 
Fiscal requiere la comparecencia de una persona, podrá citarla por cualquier medio idóneo. Si el citado 
no comparece, el Fiscal podrá solicitar al Juez que así lo disponga, incluyendo su conducción 
compulsiva si es necesario”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, queda acordado. 
Léase el artículo 265. 
(Se lee:) 
“Artículo 265.- (Formas de comparecencia del imputado ante el Fiscal).- 


265.1- Durante la investigación preliminar, el imputado deberá comparecer ante el Fiscal cuando éste 
lo disponga. 


265.2- Si no comparece voluntariamente, el Fiscal podrá solicitar al Juez que ordene su conducción. 


265.3- Cuando el imputado se encuentre privado de su libertad, el Fiscal solicitará al Juez su 
conducción ante él, toda vez que ello sea necesario a los fines de la investigación”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En el caso del 265.3 me parece que hay un problema de 
redacción, pues no me queda clara la resolución gramatical del artículo. Ahora bien, ya que no se trata 
de un tema de fondo, lo podríamos postergar y si más adelante se nos ocurre una redacción más 
adecuada, la consideraríamos. Aquí se dice: “el Fiscal solicitará al Juez su conducción ante él”; creo 
que no se entiende ante quién, si ante el Fiscal o ante el Juez. 


SEÑOR PASQUET.- Yo entiendo que es ante el Fiscal, pues el epígrafe del artículo es justamente 
“Formas de comparecencia del imputado ante el Fiscal”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pero eso no es lo que se dice gramaticalmente. Repito que no 
tengo objeciones de fondo. 


SEÑOR PASQUET.- En el artículo anterior, el 264, creo que hay también un problema de redacción en 
la oración final, cuando se dice: “Si el citado no comparece, el Fiscal podrá solicitar al Juez que así lo 
disponga, incluyendo su conducción compulsiva si es necesario”. Al expresar: “que así lo disponga”, ¿a 
qué se refiere? ¿A que podrá solicitar al Juez que le ordene comparecer? Quizás habría que decir “Si 
el citado no comparece, el Fiscal podrá solicitar al Juez que le ordene comparecer”, porque “que así lo 
disponga” no tiene contenido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo. Además, propongo que al final de la frase se exprese “fuere”, 
en lugar de “es”. En definitiva, la oración final del artículo 264, quedaría de la siguiente manera: “Si el 
citado no comparece, el Fiscal podrá solicitar al Juez que le ordene comparecer, incluyendo su 
conducción compulsiva si fuere necesario”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que este artículo continúa mal redactado, ya que al decir 
“incluyendo su conducción compulsiva si fuere necesario”, no queda claro quién incluye su conducción, 
si la resolución del Juez o la solicitud Fiscal. Es decir, creo que no es claro a quién refiere la expresión 
“incluyendo”. 


SEÑOR PASQUET.- A fin de tomar en cuenta la pertinente observación que hace el Senador López 
Goldaracena, propongo expresar esto de la siguiente manera: “el Fiscal podrá solicitar al Juez que le 
ordene comparecer y aun que disponga su conducción compulsiva si es necesario”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estaría acordado este texto. 


Retomamos ahora la corrección del 265.3, en la parte que dice “el Fiscal solicitará al Juez su 
conducción ante él”. No sé cuál sería la propuesta del Senador López Goldaracena en este caso. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que debería decirse simplemente “el Fiscal solicitará al Juez 
su conducción, toda vez que ello sea necesario a los fines de la investigación.”, ya que estamos 
hablando de formas de comparecencia del imputado ante el Fiscal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se elimina en este caso, entonces, la expresión “ante él” y se mantiene la 
coma. 


Léase el artículo 266. 


(Se lee:) 
“Artículo 266.- (Comparecencia del imputado).- 


266.1- Cuando el imputado comparezca ante el Fiscal, deberá hacerlo asistido de defensor. Si se trata 
de su primera declaración, antes de comenzar el interrogatorio, el Fiscal le comunicará detalladamente 
el hecho presuntamente delictivo que se le atribuye, los resultados de la investigación en su contra y su 
derecho a no declarar. 


266.2- El imputado no podrá negarse a proporcionar su identidad, debiendo responder a las preguntas 
que con tal fin se le formulen, registrándose todo lo actuado”. 


-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿La no declaración presume algún cargo contra el imputado? ¿Es inocente? 
¿No influye para nada en el juicio? 


SEÑOR PASQUET.- No. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiere decir que no tiene ninguna afectación desde el punto de vista del 
proceso. 


(Dialogados.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el artículo 272 -que refiere al interrogatorio del imputado por parte del 
Juez, quien le dice lo que aparece en todas las películas acerca de que tiene derecho a guardar 
silencio- habíamos pensado agregar que el silencio no es presunción de culpabilidad. No sé si también 
se quiere incluir en esta disposición alguna cláusula de ese tipo o mantenemos la redacción actual. 


SEÑOR PASQUET.- Eso va a quedar establecido en el artículo 272. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Bien. 
El artículo 266 queda acordado tal como está. 
Léase el artículo 267. 
(Se lee:) 


“Artículo 267- (Registro de las actuaciones).- El Ministerio Público deberá dejar constancia 
de las actuaciones que realice, utilizando al efecto cualquier medio que permita garantizar la fidelidad e 
integridad de la información, así como el acceso a la misma del imputado, su defensor y la víctima. 


La constancia de cada actuación deberá consignar por lo menos, la indicación de la fecha, 
hora y lugar de realización, de los funcionarios y demás personas intervinientes, así como una breve 
relación de sus resultados”. 


-En consideración. 
Si no hay objeciones ni propuestas de modificación, seguimos adelante. 


Léase el artículo 268. 


(Se lee:) 


“Artículo 268- (Duración máxima de la investigación preliminar cuando el imputado no está 
privado de libertad).- La investigación preliminar no podrá extenderse en ningún caso por un plazo 
mayor de un año contado desde su inicio, cuando el imputado no se encontrare privado de libertad. En 
casos excepcionales debidamente justificados, el Fiscal podrá solicitar al Juez la ampliación del plazo 
hasta por un año más, estándose a la resolución irrecurrible del magistrado actuante”. 


-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- Entiendo que este límite corre únicamente en el caso de que el imputado no se 
encontrara privado de libertad. Si lo está, no hay plazo fijado, es indefinido. 


SEÑOR PASQUET.- Si está privado de su libertad es porque hay un proceso formalizado y corren los 
plazos que le son propios. Habrá un plazo para la audiencia preliminar, eventualmente otro para la 
audiencia complementaria y para dictar sentencia, así como topes impuestos en la ley para la duración 
de la prisión preventiva. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- De acuerdo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Al final del artículo 268 se dice: “En casos excepcionales debidamente 
justificados, el Fiscal podrá solicitar al Juez la ampliación del plazo hasta por un año más, estándose a 
la resolución irrecurrible del magistrado actuante.” Pensamos que la irrecurribilidad no es la regla, sino 
la excepción y que la resolución del magistrado debe ser fundada. En ese sentido, proponemos 
modificar la expresión “resolución irrecurrible” por “resolución fundada”. 


SEÑOR PASQUET.- Propongo terminar la oración luego de la expresión: “un año más”, porque va de 
suyo que quien resuelve es el Juez y que toda resolución debe ser fundada; no hay por qué agregarlo 
en cada caso. 


Reitero mi propuesta de terminar el artículo en: “un año más”. El Juez luego resolverá y, en 
caso de que el Fiscal no esté conforme, apelará. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se elimina la expresión: “estándose a la resolución irrecurrible del 
magistrado actuante.” 


El artículo queda acordado. 
Léase el artículo 269. 
(Se lee:) 
“Artículo 269.- (Formalización de la investigación).- 


269.1.- El Fiscal podrá formalizar la investigación cuando considere oportuno iniciar el procedimiento 
respecto de un imputado, por medio de la intervención judicial. 


269.2.- Si el Fiscal decide formalizar la investigación respecto de un imputado que no se encontrare 
detenido, solicitará al tribunal por escrito el señalamiento de audiencia. 


La solicitud deberá contener en forma clara y precisa: 


a) La individualización del o los imputados y de su defensor; 


b) La relación circunstanciada del o los hechos atribuidos y de su calificación jurídica; 

Cc) La participación atribuida al imputado; 

d) La expresión de los preceptos legales aplicables; 

e) Los medios de prueba de que el Ministerio Público pensare valerse en el juicio. 

9) La solicitud de medidas limitativas de la libertad ambulatoria y/o cautelares, en su caso. 


269.3.- Si el imputado se encontrare detenido, el Fiscal deberá solicitar el señalamiento de la audiencia 
mencionada en forma inmediata a su detención. En este caso podrá hacerlo verbalmente cumpliendo 
con los requisitos establecidos en el numeral anterior.” 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que la enumeración venía bien pero en la hipótesis del 
artículo 269.2 quien está hablando es el Fiscal. Ahora bien, cuando llegamos al literal e) parece que los 
medios de prueba son de otra persona. Quizá podríamos establecer: “e) Los medios de prueba de los 
que pensara valerse” u otra redacción que dé cierta uniformidad de concordancia y estilo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es verdad; en la formalización de la investigación el sujeto es el Fiscal y no 
se entiende por qué en el literal e) se vuelve a repetir el Ministerio Público, dado que es el Fiscal el que 
hace la solicitud. 


Entiendo que la propuesta del señor Senador López Goldaracena consiste en establecer: “e) 
Los medios de prueba de que pensare valerse en el juicio”. 


SEÑOR PASQUET.- El artículo dice: “La solicitud deberá contener en forma clara y precisa:” y no que 
“El Ministerio Público incluirá en su solicitud”. Ese es el sentido, pero no está dicho. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Ninguna solicitud se hace a sí misma; hay un sujeto que hace la 
solicitud, que en este caso es el Fiscal. 


SEÑOR PASQUET.- Pero como no está mencionado, no hay redundancia. No veo que esté mal eso. 


SEÑOR ROSADILLA.- El texto dice “Si el Fiscal decide formalizar la investigación respecto de un 
imputado que no se encontrare detenido, solicitará al tribunal por escrito el señalamiento de audiencia.” 
A continuación, se expresa: “La solicitud deberá contener”, etcétera. 


SEÑOR PASQUET.- Pero empieza una oración nueva; eso no viene de la página anterior. 
Precisamente, aquí se establece: “La solicitud deberá contener en forma clara y precisa:”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estamos hablando de la solicitud que hace el Fiscal. 


SEÑOR PASQUET.- Sin duda, el sentido es ese pero gramaticalmente no es redundante porque no se 
lo menciona. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El problema está en que hay una redundancia para algunos y un sujeto 
preciso para otros. Quizás el literal d), que establece: “Los medios de prueba de que el Ministerio 
Público pensare valerse”, está más remitido a que son los medios de prueba del Ministerio Público y 
no a cualesquiera otros medios de prueba. 


SEÑOR PASQUET.- No puede ser. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Perdonen, señores Senadores, que vaya rápido, pero sucede que a las 17 
horas tengo que estar en la Comisión de Salud Pública. 


En resumen, por un tema de redacción, desglosamos el literal e), con el desacuerdo del 
señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy en desacuerdo con el desglose pero estoy de acuerdo con el artículo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quizás estemos un poco cansados. Voy a reiterar un concepto que 
explicó el señor Senador Pasquet hace un par de sesiones atrás. Este proyecto de ley de Código, en sí 
mismo, está mal redactado. No nos estamos preocupando por la redacción porque en esta etapa nos 
hemos propuesto precisar el contenido, pero no podemos terminar un producto mal redactado. No 
podemos tener un Código mal redactado. Tendríamos que recurrir a quien sea, a los técnicos o a los 
asesores que sean, pero esto lo tenemos que redactar bien. 


Repito, no me he preocupado por la redacción pero el producto, desde el punto de vista 
gramatical, no está bien. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Bien, marcamos este artículo con un asterisco, por problemas de redacción. 
De todos modos, lo dejamos acordado. 


Léase el artículo 270. 
(Se lee:) 


“Artículo 270 (Efectos de la formalización de la investigación).- La formalización de la 
investigación suspenderá el curso de la prescripción de la acción penal”. 


-En consideración. 


Si estamos de acuerdo con esta disposición, terminaríamos por hoy el análisis de este 
proyecto de ley. 


Quiero recordar que están acordados los artículos 269 y 270; que nos quedan nada más que 
cien artículos, y que tendremos sesión el martes y el miércoles próximos, después de las 17 horas. 
Ahora bien, si el Senado no se reúne el miércoles, sesionaríamos también ese día por la mañana. 


SEÑOR ROSADILLA.- Ya se ha fijado reunión para el miércoles. 
SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 2 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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